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			PRÓLOGO


			PRÓLOGO


			La indignación nace como una respuesta emocional ante una realidad que se considera injusta, por lo que la base de la indignación es una concepción previa, más o menos consciente, de la justicia. La indignación puede manifestarse como una emoción virtuosa cuando se traduce en un compromiso real y serio por la justicia. Por tanto, es indudable la importancia que tiene esta emoción para la reflexión ética y para la vida moral de una sociedad. 


			Gracias a la indignación podemos detectar situaciones vitales o gobiernos injustos. Ésta es la vivencia que, a lo largo de la historia, ha llevado a muchos filósofos a cuestionar la realidad dada y a proponer formas más justas de organizar la sociedad. La filosofía, en su vertiente ética (a la que considero la base de cualquier navegación filosófica) ha sido siempre una búsqueda incansable del Bien y la Justicia. Pero esto no significa que en el camino no haya dado lugar ella misma a realizaciones imperfectas del ideal buscado. La realidad es plural, cambiante, por lo que siempre nos plantea nuevas preguntas que no siempre encuentran respuestas deseables. La filosofía debe ser por ello, siempre, autocrítica.


			El filósofo puede situarse ante la realidad con intenciones muy diversas: con el objetivo de describirla, cuestionarla, anticiparla o transformarla. Pero la filosofía, si realmente nace de una actitud filosófica, nunca podrá permanecer indiferente ante el curso de los acontecimientos. En este libro se intentan abarcar todas estas perspectivas, desde una actitud comprometida y responsable. La filosofía puede ofrecer una descripción, un cuestionamiento y una propuesta de cambio que no es la única, pero no por ello debe quedar silenciada (a pesar de la actual situación de la Filosofía en España, que amenaza con convertirse en una reliquia más de nuestra historia y un lujo al que solo cabría conocer más allá de nuestras fronteras culturales). Este análisis de la realidad quiere ser una invitación a la reflexión y a la acción, en diálogo con aquellas disciplinas que también tratan de facilitarnos el conocimiento y la comprensión del mundo en el que vivimos. 


			Esta actitud responsable se basa en una idea universal del prójimo. Aliviar el sufrimiento de un amigo es algo que surge sin gran esfuerzo por nuestra parte, pero auxiliar al desconocido, o luchar por que sea más digna la vida de quienes no conozco, esto supone una exigencia moral más amplia. En este sentido habla J. María Esquirol de la «solidaridad abierta», que responde a la idea de que formamos parte de una comunidad humana que está más allá de las barreras que nosotros mismos hemos construido.


			Estamos llamados a esta solidaridad abierta, si realmente queremos que este mundo se aproxime cada vez más a la Justicia que anhelamos. Pero no basta con indignarse ante el mal propio o ajeno, sino que la dignidad humana se juega en el salto que va de la emoción pasajera al compromiso ético (traducido en una actitud vital duradera). No solo cabe indignarse, sino que hay que actuar y vivir de tal forma que la injusticia no tenga ya cabida en este mundo. El sentido de la indignación depende de lo que inaugura: la respuesta, el compromiso y la responsabilidad futura.


			En esta tarea ética es fundamental que nuestra acción no aumente el grado de violencia y la dosis de injusticia que nos ha movilizado. La forma de realizar la justicia no es a través de la venganza o la violencia, sino buscando caminos que contribuyan a la paz, la solidaridad y la justicia, desde el mismo instante en que decidimos ponernos en acción. Hay que romper la dinámica de la venganza y el resentimiento, pues de no hacerlo, nuestra respuesta violenta será la llama que avive nuevas injusticias. 


			Pero esto es lo más difícil, y no siempre la filosofía ha sabido recorrer este camino. Entran aquí elementos como la esperanza, la paciencia, la confianza en el ser humano y el amor al prójimo. Se trata de disposiciones que nos pueden sostener a pesar del sufrimiento, que implican tratar de humanizar el mundo y rescatar la dignidad del otro. No olvidemos que la injusticia no solo nace del incumplimiento de derechos, sino de la renuncia a asumir los propios deberes (bien sea por egoísmo, cobardía o indiferencia). En un sistema democrático difícilmente se respetarán los derechos si los gobernantes y los gobernados, renuncian a cumplir con sus obligaciones y sus deberes como ciudadanos.


			En España, el fenómeno de la indignación ha surgido como respuesta a la situación social, política y económica del país. Para comprender las razones y el sentido de esta indignación, es necesario atender al contexto en el que surge. La crisis de la democracia, tal y como se ha entendido hasta ahora, está en la base de la respuesta de los ciudadanos. La revisión histórica de la idea de democracia o del fenómeno de la indignación permite valorar el camino andado y reconocer en qué punto estamos y hacia dónde cabría dirigirse, para no cometer los mismos errores y para aprovechar las grandes intuiciones de los autores clásicos. Este diálogo entre la experiencia de la tradición y los problemas actuales es esencial, tanto para comprender nuestro sistema político como para analizar la actitud de los ciudadanos. 


			La visión de la realidad basada únicamente en lo dado, o en la racionalidad y el cálculo, deja fuera de lo pensable aquello que no se puede medir o predecir, pero también las novedades que nosotros mismos podemos introducir. En casi todos los ámbitos de nuestra vida hemos asumido que todo puede ser expresado mediante una estadística, creemos que solo existe lo que se puede medir, o que la calidad puede reducirse a la cantidad (de citas, de publicaciones, de lectores…). 


			Pero en las cuestiones esenciales de la existencia humana, la calidad de nuestras reflexiones o la humanidad de nuestros actos, poco tiene que ver con la cantidad y el número; incluso cabe pensar que las mejores intuiciones o los actos más heroicos son aquellos que nadie ha registrado nunca, de modo que no (se) «cuentan». Aun así, se extiende la tendencia a pensar la realidad en porcentajes y da la impresión de que solo existe lo cuantificable. Pero cuando todo se puede predecir, cuando la realidad es lo que está meramente «a mano», nada nos puede ya sorprender y nada nuevo podemos decir.


			La actitud filosófica, tal y como aquí la entendemos, nos anima a creer que siempre estamos a tiempo de preguntarnos qué caminos no hemos recorrido todavía, en la búsqueda de la verdad y de la vida buena. ¿Qué preguntas no nos hemos hecho todavía? La idea de que las cosas no pueden ser de otra forma no responde más que a la incapacidad para pensarlas de otro modo (bien sea por miedo, por comodidad o por resignación). Todo se hace como «se debe» hacer, de acuerdo con el sistema que hemos creado nosotros mismos; pero ¿cuál es la excepción que nos hará cambiar la regla? Un momento crítico puede ser el principio del cambio, si logramos introducir algo nuevo.


			¿Qué entendemos por democracia? ¿Se trata de una meta ya alcanzada o de un ideal al que siempre se tiende? Solo un concepto abierto y dinámico de democracia podrá atender a los cambios de la realidad e integrar la novedad y la diferencia que trae el presente, si queremos reconocerla. La democracia no es (o no debería ser) algo estático. Podemos decir que la democracia no «es», sino que «va siendo» y en esa dinámica de su existencia, muestra tanto como oculta. Hay elementos de la democracia que parecen escapar a nuestro análisis. ¿Qué lados de la democracia quedan aún por recorrer? Aquellos que se refieren a los peligros de su degradación y los que anuncian su posible regeneración.


			La democracia no es ni verdadera ni falsa, sino que es lo que nosotros queramos hacer de ella. La actitud de los ciudadanos es fundamental para que la democracia no degenere, pero también es la base para que pueda haber una regeneración del sistema, en el caso de que éste entre en crisis. No podemos asumir ciegamente que en democracia solo hay una forma de hacer las cosas. Una concepción dogmática de la democracia lleva a justificar determinadas prácticas por el hecho de que el Estado las permite. Pero para obrar moralmente no basta con cumplir la ley. No podemos delegar la propia responsabilidad individual en el Estado, pues ¿qué ocurriría si las leyes del Estado fuesen injustas? Y por otro lado, de nada serviría vivir en un Estado perfecto, con leyes justas, si no hay ciudadanos dispuestos a cumplirlas.


			La legalidad y la moralidad no siempre coinciden, por lo que no pueden reducirse la una a la otra, pues no tendríamos la posibilidad de cuestionar moralmente las leyes de un Estado injusto. Pero un Estado que se quiera democrático dependerá de la relación que se establece entre ambas. No todas las leyes son moralmente deseables ni todo lo que se considera moralmente deseable está (o puede estar) recogido en la ley. La existencia ética desborda la existencia cívica, pues se puede ser un ciudadano impecable y moralmente inepto. 


			El Estado democrático obliga a los mínimos que garantizan la convivencia, pero difícilmente señala los máximos, en términos de búsqueda de la felicidad o de la excelencia moral. Este máximo depende en gran parte de la actitud de los ciudadanos (los que se dedican a la política y los que no). Es nuestra tarea: depende de nuestra capacidad para reconocernos como parte de un mundo común y para asumir nuestra responsabilidad ante los acontecimientos que vivimos. No podemos permanecer indiferentes. Las injusticias ante las que nos indignamos serán ciegamente asumidas, pasarán a formar parte de la normalidad del mañana, si no hacemos algo hoy por evitarlas.


		


	

		

			PRESENTACIÓN


			PRESENTACIÓN


			De la indignación a la regeneración democrática. Éste título expresa lo que ha inspirado la elaboración y reunión de estos doce capítulos: la necesidad de asomarnos desde la filosofía a un fenómeno social que señala las grietas de nuestro sistema democrático, pero no con la intención de contribuir únicamente a la crítica, tan presente y abundante en estos días, sino con el deseo de animar a la regeneración de nuestra democracia. ¿En qué medida puede la actitud de los ciudadanos contribuir a una regeneración democrática? ¿Estamos dispuestos a transformar la indignación ante la injusticia en una actitud de búsqueda y compromiso por la justicia? Nada cambiará externamente sin una transformación interna de nuestra actitud democrática[1].


			Este libro intenta ofrecer, por un lado, algunas claves para pensar el sistema democrático (Parte I) y, por otro, elementos filosóficos para comprender el fenómeno de la indignación, con el propósito de animar al lector a seguir pensando la realidad que le rodea y la actitud con que responde ante ella (Parte II). Como hemos señalado, el análisis del mundo en el que vivimos es necesario para poder transformarlo. Por ello, en la primera parte del libro se introduce un análisis crítico del contexto político español, pero en el que se señalan también los posibles caminos para su transformación (Capítulos 1, 2 y 3). La crítica por sí sola no es suficiente, y además pierde su propio sentido como crítica, si no anuncia ella misma las posibilidades de cambio y renovación. Esto implica que además de cuestionar, se deban señalar nuevas opciones, nuevos caminos para reavivar y realizar el ideal democrático. 


			Tanto en la primera, como en la segunda parte del libro, se realiza un camino de ida y vuelta, de las necesidades del presente a los aprendizajes del pasado, para entrar con una mirada nueva en los retos que plantean el presente y el futuro. Desde el análisis de la democracia actual volvemos por ello la mirada hacia el pasado, para encontrar en él las bases de la actual crisis y posibles claves para la regeneración del sistema democrático. Recuperamos por ello la mirada de autores como Montesquieu y Rousseau (Capítulo 4), o de Tocqueville (Capítulo 5). Finalmente nos preguntamos en qué medida estos ideales democráticos siguen presentes en la democracia, tal y como es percibida y vivida por los ciudadanos españoles (Capítulo 6).


			En la segunda parte, una vez analizado el contexto, nos centramos en la actitud de los ciudadanos, señalando su importancia en las posibilidades de renovación. Debe darse un cambio en la respuesta y en la actitud de los ciudadanos, para que la indignación que sienten pueda traducirse en un compromiso auténtico por la justicia (Capítulos 7 y 8). Pero esta transformación ya se ha dado en otros momentos de la historia, reflejada en las vidas de filósofos como Simone Weil (Capítulo 9), Jan Patočka o Václav Havel (Capítulo 10). La revisión de sus experiencias y sus propuestas nos sirve de guía para rastrear, de nuevo, las claves del presente.


			Una vez más, esta mirada al pasado nos permite adoptar una perspectiva crítica, que señale las insuficiencias de nuestra actitud (Capítulo 11). El final del libro es una invitación a reconocer la elocuencia del silencio. Después del camino andado, de las palabras de denuncia y las exhortaciones a la acción, también es importante escuchar la realidad: callar y buscar juntos la respuesta más adecuada en cada momento (Capítulo 12). Muchas veces nuestra respuesta debe empezar por el silencio, para dejar que hablen y se hagan visibles a través de él, el sufrimiento y el dolor de quienes no tienen voz o no están presentes para expresarla. 


			* * *


			Este libro ha sido publicado en el marco del Plan Nacional de Investigación del Ministerio de Economía y Competitividad, dentro del Proyecto dedicado a «Los fundamentos filosóficos de la idea de solidaridad: amor, amistad y generosidad» (FF 12012/37670). Parte de los miembros de este Proyecto de Investigación han participado en esta publicación, que supone una continuación respecto de libros anteriores como Pensar la solidaridad (2004), Pensar la compasión (2008), coordinados por Alicia Villar y Miguel García-Baró o Pensar la violencia, la justicia y la libertad (coordinado por O. Belmonte, 2012)[2].


			OLGA BELMONTE
Coordinadora
Septiembre de 2013


			Notas


			

				

					[1] El libro nace a partir de la celebración de las Jornadas de Filosofía Pensar la indignación (2012) y Pensar la democracia (2013), celebradas en la Universidad Pontificia Comillas de Madrid. En él no se recogen todas las aportaciones presentadas, sino las que permiten abordar las cuestiones de una forma más unitaria, directa y menos redundante. Los textos han sido elaborados y revisados después de las Jornadas, con la intención de que resulten más actuales y respondan a las necesidades propias de un ensayo escrito.


				


				

					[2] Todos ellos publicados por el Servicio de Publicaciones de la Universidad Pontificia Comillas de Madrid.


				


			


		


	

		

			PARTE I . ANÁLISIS CRÍTICO DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO


			PARTE I 


			ANÁLISIS CRÍTICO DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO


		


	

		

			CAPÍTULO 1. LA DEMOCRACIA ESPAÑOLA: DEL PRETÉRITO IMPERFECTO AL FUTURO INDEFINIDO


			CAPÍTULO 1


			LA DEMOCRACIA ESPAÑOLA:  DEL PRETÉRITO IMPERFECTO AL FUTURO INDEFINIDO


			Enrique Romerales


			Universidad Autónoma (Madrid)


			El anterior Presidente del Gobierno de España dijo en una célebre ocasión que «el concepto de nación es discutido y discutible». Seguramente llevaba razón. Otra cuestión es hasta qué punto es procedente proferir semejante enunciado en público y por quien es la máxima autoridad gubernativa de una nación. Sin embargo, en un contexto de análisis o discusión filosófica, sin duda la aserción es perfectamente pertinente, porque «nación» es uno de esos conceptos notablemente vagos. Y algo semejante ocurre con el concepto de «democracia». En este caso, «democracia» es uno de esos términos que, además, tienen gran prestigio (como «justicia», «libertad», «estado de derecho», «libertad de conciencia» y otras tantas pomposas expresiones en el discurso político) por lo cual nadie quiere renunciar a él, a pesar de su vaguedad.


			Es verdad que casi todos los conceptos adolecen de cierta dosis de vaguedad, en el sentido de que son susceptibles de verse afectados por un argumento sorites[1], pero el de «democracia» lo es en grado superlativo, pues el gobierno del pueblo, o de los ciudadanos, puede traducirse en configuraciones políticas de muy diversa índole. Es también un concepto ambiguo, dado que la democracia puede ser directa, participativa o representativa. La democracia es directa cuando –en una comunidad muy reducida– todos sus miembros tienen poder de decisión sobre todas las cuestiones, o al menos sobre todas las relevantes (p. ej. en un departamento universitario, supongamos).


			En una democracia participativa, los ciudadanos participan activa y asiduamente en la toma de decisiones, teniendo «todos» voz y voto en la asamblea o, al menos, pudiendo delegar parte de su capacidad de decisión en los miembros de un Consejo –o algún otro organismo de poder legislativo/ejecutivo–, miembros con los cuales existe una comunicación e intercambio estrechos y frecuentes, como al perecer ocurrió, al menos durante algún tiempo, en la democracia ateniense[2]. Este tipo de democracia permite comunidades mayores, incluso de varios miles de miembros. Cuando el número de ciudadanos asciende a decenas de miles, la democracia participativa sufre notables problemas estructurales de funcionamiento. Pero cuando las cifras de los ciudadanos se elevan a cientos de miles o a millones, como ocurre en la mayor parte de los estados modernos, tal tipo de participación es de todo punto inviable.


			Esto nos aboca al tipo de democracia que llamamos «representativa», y que significa un cambio muy sustancial con respecto al ideal original del «gobierno del pueblo». En una democracia representativa los ciudadanos eligen a sus gobernantes y, sobre todo, a sus legisladores. En algunas, como EE. UU. o Francia, se elige por separado al gobernante máximo –Jefe del Estado en ambos casos; Presidente del Gobierno además en el primer caso; designador (y tutor) del Presidente del Gobierno en el segundo caso– y a los miembros del poder legislativo. En otras democracias, como la nuestra, se elige directamente sólo a los miembros del legislativo, e indirectamente al Presidente del Gobierno. No se elige al Jefe del Estado –lo cual comporta un déficit democrático, por más que esto se quiera camuflar– y tampoco directamente al Presidente del Gobierno, sino que éste es designado por el Parlamento. Es cierto que hasta ahora de facto el cabeza de lista del partido más votado ha sido sistemáticamente investido Presidente del Gobierno por el Parlamento, pero nada impide que en un momento dado los grupos parlamentarios acuerden nombrar Presidente del Gobierno al cabeza de lista –o incluso a otro miembro– de un partido que no sea el más votado, poniéndolo al frente de una coalición de diversos partidos. En todo caso, el que los ciudadanos elijan a sus representantes, y deleguen en ellos sus derechos de soberanía, no significa que no puedan y deban participar en la toma de las decisiones más importantes. Y de hecho así ocurre en otros países, como EE. UU., Suiza o los países nórdicos, donde es frecuente que para las decisiones trascendentes se consulte a la población con un referéndum, generalmente vinculante[3]. 


			En nuestro país no hay costumbre de consultar al pueblo a la hora de tomar decisiones importantes; estas las toma el Parlamento (o incluso, y cada vez más, directamente el gobierno). En las escasas ocasiones en las que el gobierno convoca un referéndum lo hace no para que el pueblo tome una decisión, ni siquiera para que exprese su voluntad sobre el asunto, sino para que avale una decisión ya tomada (plebiscito). Y como los plebiscitos casi siempre suponen correr un riesgo para quien lo propone –como ocurrió con el célebre referéndum para permanecer en la OTAN que convocó el PSOE– los políticos han optado sutilmente por arrinconar tales procedimientos democráticos en el baúl de los recuerdos.


			Sin embargo, esto hace que la participación democrática, por lo que al Estado se refiere, se reduzca a votar una vez cada cuatro años para elegir a los representantes parlamentarios (y senadores) nacionales y autonómicos –la participación democrática municipal es otra cuestión, a la que no me referiré aquí. Es cierto que existen algunas otras vías participativas, como la presentación ante el Parlamento de proposiciones de ley avaladas por un número enorme de firmas. Pero el Parlamento, tras debatirla, puede perfectamente rechazar la proposición o, peor aún, modificarla tergiversando su espíritu –como acaba de ocurrir con la ley hipotecaria– con lo que aparenta escuchar el clamor popular mientras en realidad sigue ignorándolo olímpicamente.


			Pues bien, la cuestión candente es: ¿cómo funciona en realidad el órgano que representa la soberanía popular y la gestiona? Me centraré en el Parlamento Nacional (dejo aparte el Senado y los parlamentos autonómicos, sobre los que podrían decirse cosas semejantes, si no más críticas). Las elecciones generales comportan diversas deficiencias democráticas graves, unas de raíz, estructurales, y otras por uso y costumbre. Comienzo refiriéndome a las primeras.


			1) El hecho de que la circunscripción electoral sea provincial, aunque la elección sea de ámbito nacional, junto con la ley d’hondt, provoca una anomalía democrática bien conocida: que los partidos de ámbito nacional no mayoritarios –o sea, todos salvo dos– necesiten bastantes más votos que los partidos nacionales mayoritarios para conseguir sus diputados, y muchos más votos que los partidos nacionalistas. El resultado es que un partido determinado puede llegar a necesitar seis o siete veces más votos que otro para conseguir cada uno de sus diputados. Si la filosofía de la democracia representativa es «una persona un voto», esto se vacía completamente de contenido cuando el voto de un determinado ciudadano puede valer seis o siete veces menos que el de otro, dependiendo de dónde vote y a quién.


			Porque en las elecciones vence, naturalmente, no quien más votos consigue, sino quien consigue más escaños. Es como en los deportes de pelota frente a los deportes gimnásticos. Un partido de fútbol, por ejemplo, lo gana quien más goles mete, aunque juegue peor, mientras que un gimnasta vence por decisión de un jurado. Es la diferencia entre resultado y veredicto. El resultado puede ser objetivamente injusto. El veredicto, cuando es injusto, comete una injusticia subjetiva, y se considera un robo. En tal caso asiste al menos el derecho a reclamación. No así con los resultados injustos[4].


			2) El hecho de que las listas electorales en las circunscripciones sean cerradas hace que en buena medida quien decide quién va a salir elegido sea el propio partido político (su comité electoral, central o regional) tanto o más que el ciudadano votante. Un partido sabe de antemano en qué puesto debe colocar a alguien para que salga elegido a toda costa, en dónde para que no salga, y en qué posiciones corre riesgo. Y lo sabe porque dedica sumas ingentes de dinero a realizar encuestas, primero para elegir al cabeza de lista, y luego para reconducir la campaña electoral. El margen del votante se limita, entonces, a la franja de las posiciones de riesgo. Así, en una demarcación provincial con p. e. diez diputados y sólo dos partidos con opciones reales, pueden ser solamente dos o tres los escaños realmente en juego. Esto constituye una auténtica sustracción a la ciudadanía de su capacidad real de elección. Si bien es verdad que una buena parte de la culpa la tienen los propios ciudadanos, una proporción sustancial de los cuales vota sistemáticamente a su partido, como los hinchas deportivos, independientemente de a quién o quiénes presente en su lista. Esta irracional (incluso inmoral) fidelidad a las siglas es algo que los partidos saben explotar muy bien. Ambos componentes, listas cerradas y voto «hooligan», se confabulan para perpetuar una esclerosis de la democracia.


			Vamos ahora con las deficiencias fruto del uso torticero del sistema.


			3) Por si todo lo anterior fuera poco, los partidos emplean a menudo el expediente de colocar a alguien a quien quieren electo a toda costa en una circunscripción distinta de la suya de origen y crianza, cuando en su provincia de origen hay «overbooking». Así, en las listas de una provincia donde no haya candidatos indígenas del partido con «peso específico» (expresión que no significa capacidad intelectual, cualificación profesional o excelencia moral, sino pedigrí e influencia en el partido) aterrizan a menudo otros miembros de cualquier territorio en posiciones privilegiadas, por obra y gracia del politburó central[5]. Esto garantiza tanto su elección como diputados cuanto su falta de ligazón con la circunscripción por la que han sido elegidos. Este expediente, del que se ha ido abusando cada vez más, convierte la elaboración de las listas electorales en un sudoku, no en vano el actual presidente del gobierno dijo poco antes de las últimas elecciones generales que ese era el «asunto más complicado» al que él se tenía que enfrentar. Pues naturalmente: ¿cómo contentar a tanto aspirante a poltrona sin preterir ni molestar a ninguno?


			4) Pero si de algo no se puede criticar al sistema es de falta de coherencia. Porque una vez que los diputados tienen su asiento en mucha mayor medida gracias al partido que a sus electores, se deben ante todo a éste, y no a aquellos. Así, como nadie que esté en su sano juicio muerde la mano que le da de comer, la «disciplina de voto» se impone de forma natural y se internaliza de modo quasi automático. Esto es ni más ni menos que la dictadura del politburó sobre los mismísimos parlamentarios de su partido, lo cual genera tanto la desafección de los electores respecto de aquellos a quienes votaron como la sumisión ciega de los cargos electos ante quienes verdaderamente los han colocado allí. De esta forma, lo que sería normal y democrático que ocurriera cuando se debate una proposición de ley que afecta especialmente a una determinada región o provincia: que una colisión entre los intereses globales del partido y los particulares de sus parlamentarios de esa región provocara alguna disensión, o incluso algún conflicto (algo que a menudo ocurre en otros parlamentos mucho más democráticos, como el británico o el norteamericano), aquí casi nunca ocurre, y cuando un diputado se atreve a votar algo diferente a lo que impone su partido se monta una trifulca descomunal, o se le considera un «traidor a la causa», y, desde luego, se le sanciona por saltarse la disciplina de voto. Lo peor del asunto es que en realidad es lógico que los partidos reaccionen de esta forma autoritaria, dictatorial, considerando «deslealtad» cualquier posicionamiento divergente con la jerarquía, o inclusive cualquier crítica, dado que de facto es el partido quien ha colocado ahí a su representante (porque el partido considera que el diputado es un miembro suyo no un representante de sus electores), y obviamente lo ha hecho para que esté a su entera disposición. Nociones como «libertad de voto» o «libertad de conciencia» son una quimera en nuestra práctica política, por más que pomposamente se reivindiquen cuando los ciudadanos tratan de recordar a los diputados sus obligaciones para con los electores. Llegados a este punto en el que aquellos diputados –la mayoría– que no han sido regalados con alguna presidencia o, al menos, membresía, de cualquier comisión relevante del Congreso –o de su grupo parlamentario– no tienen capacidad, no ya de decisión, sino de presentación de propuestas que puedan ser tomadas en consideración incluso en su propio partido, ¿para qué asistir a las sesiones? Y así nos encontramos con que, con tanta coherencia como desfachatez, en muchas sesiones, incluso donde se «debaten» asuntos de gran calado, el Parlamento está casi vacío (salvo que haya que apretar el botón, claro). Eso por no mencionar los casos en que vemos a los asistentes leyendo la prensa, haciéndose la manicura o jugueteando con su Tablet. Es como una obra de teatro en la que no hubiera espectadores, y los actores recitaran de memoria y sin pasión alguna su papel, sin miedo a equivocarse, sabedores de que, sin público, todo da exactamente igual. Sólo que en este caso el público que ha dado la espalda a tan inane representación somos los ciudadanos. La conclusión de todo lo anterior es que el margen real de maniobra de los ciudadanos para elegir a quienes verdaderamente los representen, y no digamos ya a sus gobernantes, es muy reducido, dado que son los partidos quienes detentan este poder.


			Naturalmente hay otras instituciones, distintas del Parlamento y del gobierno, que deberían contrapesar el poder de los partidos, pues el otro elemento esencial de la democracia es la división (e independencia) de poderes, preferiblemente según un modelo tripartito, como ya señaló, mucho antes que Montesquieu[6] o que Locke, el propio Aristóteles[7]. En primerísimo lugar el poder judicial (Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo, Consejo del Poder Judicial, la Audiencia Nacional y, naturalmente, también los juzgados ordinarios). Pero resulta de la máxima gravedad el que en varios de estos órganos, esenciales para la salud democrática y el cumplimiento de la justicia, sean una vez más los partidos quienes deciden, quienes «se reparten» los puestos, como los niños se reparten los cromos en el patio del colegio. En otros órganos la influencia política no es tan directa, pero sí importante. Que el Tribunal Constitucional esté completamente politizado y desprestigiado (incluyendo el escandaloso hecho de que los miembros que ya han culminado su mandato no puedan ser reemplazados por la falta de acuerdo entre los partidos), que el Consejo acabe de ser reformado para ejercer aún más control político sobre él, o que la Audiencia esté en el punto de mira de los políticos porque varios de sus jueces –precisamente por su independencia y honestidad– los pueden perjudicar, constituyen otros tantos síntomas de la absoluta ruina moral de nuestra llamada «democracia».


			Pero existen también otras Instituciones, básicamente de control y supervisión, como el Tribunal de Cuentas, la Comisión Nacional de la Competencia o la CNMV, en las que, desafortunadamente, de nuevo son los partidos (directamente o vía sus parlamentarios) quienes eligen total o parcialmente a sus componentes, de modo que todas estas instituciones al estar altamente politizadas no son independientes y no cumplen bien, o simplemente no cumplen en absoluto, las funciones para las que fueron diseñadas[8].


			Existen todavía otras instituciones en las que no son los partidos en plural, sino el gobierno en singular, quien elige a sus máximos dirigentes (el Banco de España, RTVE, la Fiscalía General del Estado, el Defensor del Pueblo…). Pero casi todos los miembros del gobierno son miembros destacados del partido (de hecho muchos están ahí sólo por ser miembros destacados del partido), por lo que la sintonía entre gobierno y partido está casi garantizada (nuevamente a diferencia de lo que ocurre en otros países). Esta «armonía» –por no llamarla «connivencia»– entre partido y gobierno es otro síntoma de déficit democrático: dado que los intereses son diferentes (el partido se debe a sus votantes, mientras que el gobierno se debe a todos los ciudadanos), deberían ser normales los conflictos de intereses. Y lo serían si el gobierno contara con expertos de talla en cada una de sus carteras, incluso si algunos o varios fueran personas independientes de reconocido prestigio y no necesariamente miembros del partido, aunque simpatizaran obviamente con su ideología.


			Todo lo hasta aquí recopilado es perfectamente legal y manifiesto. Luego, en un orden muy diferente, están las influencias más soterradas en otros organismos también esenciales para la salud democrática, como son los medios de comunicación (televisiones, radios, prensa…). Afortunadamente Internet proporciona medios alternativos más independientes, como la prensa digital, generalmente más crítica, o las redes sociales, que los partidos intentan si no controlar, al menos canalizar, hasta ahora con escasa fortuna.


			Ahora cabe hacernos la pregunta: ¿cómo hemos podido llegar a esta situación de semejante insuficiencia democrática? Máxime cuando costó tanto tiempo, incertidumbres y sacrificios el transitar desde la dictadura hasta la democracia. En el origen de nuestro sistema parlamentario se arbitraron leyes que permitieran la consolidación de determinados partidos políticos y que evitaran la proliferación y dispersión de los mismos. Quien aún recuerde las primeras elecciones, se acordará de que eran decenas los partidos que se presentaban con entusiasmo a los comicios[9]. Ciertamente, una fragmentación excesiva del parlamento es bastante indeseable, porque lo hace ingobernable, y no permite mantener una estabilidad mínima a ningún gobierno (pensemos en la situación actual de Italia o de Grecia). Y esto es más peligroso aún en una democracia recién nacida, y como muchas amenazas en el camino, como lo era la nuestra en 1978. Por ello, tenía sentido el tratar de reforzar a los partidos. Sin embargo, hoy en día constatamos que los efectos a largo plazo han sido notablemente perniciosos, por haber inclinado la balanza excesivamente hacia la omnipotencia y a la vez esclerosis de dichos partidos. Una vez conscientes de que los partidos, o mejor dicho, los dos grandes partidos (¿o acaso ya solo uno?) poseen un control casi omnímodo de los recursos del Estado, no es de extrañar que muchas empresas y particulares con posibles y con pretensiones corran con fervor a sus puertas a realizar generosas donaciones, en muchos casos «anónimas». Tampoco debe extrañarnos su omnipresencia en los medios: que sistemáticamente sea noticia de portada en los telediarios la reunión semanal de turno en la que la número dos del PP o del PSOE imparte catequesis a dos o tres docenas de disciplinados acólitos, habitualmente jóvenes, del partido, a puerta cerrada y sin réplica posible. Una noticia que, desde un punto de vista puramente informativo, carece del más mínimo interés para la ciudadanía, pero que representa la cuota de propaganda política que el medio audiovisual en cuestión se ve obligado a pagar al partido de turno. Por cierto, dar «ruedas de prensa» desde una pantalla de televisión, sin posibilidad alguna de interpelación ni de réplica, es el último y escandaloso síntoma del déficit democrático que padecemos. ¿Era tal burla imaginable hace siquiera una década?


			Esta oligarquía de los partidos es aún más grave cuando reparamos en que en nuestros treinta y cinco años de democracia son sólo dos los partidos de ámbito nacional que han alcanzado el gobierno (dejando de lado el efímero paso de la UCD). En las nueve elecciones generales acaecidas desde 1982 los dos grandes partidos han conseguido conjuntamente un promedio de escaños de casi el 86%, mientras que su porcentaje conjunto promedio de votos ha sido del 75%[10]. Podría parecernos «razonable» un pequeño desfase a favor de los escaños del 11% para estos partidos. Pero tal desfase parece mucho menos razonable si reparamos en que cuando se trata de partidos de ámbito nacional, pero pequeños, el desfase es gigantesco, pero en sentido contrario. Por ejemplo, en las últimas elecciones UPyD, con un 5% de votos, obtuvo únicamente un 1,4% de escaños, y, por su parte, Izquierda Unida, con un 7% de votos, obtuvo solamente un 3,1% de escaños. ¿No es totalmente injusto, irracional y antidemocrático que unos partidos sistemáticamente tengan mayor porcentaje de escaños que el correspondiente a su respaldo popular, mientras que otros reciben en escaños nada más que la cuarta parte del apoyo popular que obtienen en sufragios?


			Este bipartidismo ha propiciado que el único contrapeso real a la que, de otro modo, constituiría una dictadura del partido único, haya sido la oposición más o menos tenaz del partido contrario[11]. Y eso mismo ha propiciado el uso reiterado de las falacias tu quoque como respuesta de un partido a los desmanes del partido rival[12]. Este replique continuo, incluso en sede parlamentaria, del «y tú más», del «pues anda que tú», es una muestra patente de la bajísima calidad moral e intelectual de nuestra democracia[13]. Y naturalmente encierra la más que fundada sospecha de que ninguno quiere tirar de la manta que cubre los escándalos y la corrupción del vecino, so pena de quedar expuesto a la impudicia de uno mismo.


			Hasta aquí el problema de lo que algunos dan en llamar «partitocracia» y yo denominaría mejor «oligarquía del bipartidismo» (a nivel nacional, porque a nivel autonómico en muchos casos ha sido y continúa siendo una oligarquía de partido único). ¿Habría alguna solución que proponer? Desde luego propuestas interesantes hay varias. He aquí una. Dado que nada puede cambiar si no se cambia la relación entre los electores y los elegidos, de modo que los electores tengan mucho más poder efectivo, y los electos mucho más margen de maniobra ante sus propios partidos y también mucha mayor responsabilidad ante sus electores, el primer paso es modificar radicalmente la ley electoral. En las elecciones generales al Parlamento debería existir una circunscripción electoral nacional única, con listas abiertas, en la que todos los electores puedan elegir el mismo número de representantes. Por ejemplo, cada partido presentaría una lista de sus 350 candidatos (ordenados alfabéticamente o por prelación), indicando a modo orientativo su provincia de adscripción. El elector debería elegir a sus representantes hasta un número máximo (por ejemplo, 15 ó 20) con total libertad. De forma que alguien que, por ejemplo, fuera gallego pero residiera y votara en Murcia podría repartir sus votos y dárselos a gallegos, a murcianos, o a los de cualquier provincia o comunidad a quienes considerara capaces y honestos, y, por supuesto, de diferentes partidos, si así lo estimaba oportuno.


			Naturalmente esto significa que el elector ya no votaría simplemente a unas siglas (ese irracional e inmoral voto hooligan, cuando no es voto directamente interesado), ni tampoco a un «programa electoral» (que luego se incumple olímpicamente con total desparpajo), sino a unos candidatos en concreto (que podrían ser de partidos diferentes), lo cual exige, eso sí, una gran cultura política –y responsabilidad– por parte de los ciudadanos. Pero este esfuerzo se vería compensado con creces por un ejercicio de la política mucho más participativo, transparente y responsable. Y a aquel ciudadano menos informado o menos competente o menos involucrado, siempre le quedaría la opción de votar a los 15 candidatos que mejor conozca de su partido, o a los 15 que su partido le recomiende desde su provincia.


			Una posible objeción es que si la mayoría de los ciudadanos, o de los votantes de un partido, sólo conocen en realidad a diez o quince miembros de ese partido, todos los votos irían a parar a esos candidatos, con lo cual los demás candidatos apenas recibirían respaldo electoral. Pero, en primer lugar, eso le ocurriría a todos los partidos por igual, y, en segundo lugar, si un partido, por grande que sea, sólo tiene diez dirigentes de prestancia, ¿por qué han de resultar elegidos más de sus candidatos? La obligación de un partido es tener candidatos válidos en cada región, y persuadir a los ciudadanos de esa región para que voten a esos candidatos. La estrategia actual, según la cual dado que el elector medio –en una circunscripción grande, como Madrid o Barcelona– sólo conoce a lo sumo a la primera media docena de los candidatos de la lista es mejor que vote a las siglas, ha permitido a los partidos colocar en sus listas a auténticos don nadie, o, peor aún, a personas de escasa capacidad intelectual y dudosa actitud moral. El resultado es que el elector, al menos en las circunscripciones grandes, en la mayoría de los casos no tiene ni idea de a quién demonios está votando –y, lo que es peor, eligiendo efectivamente para el cargo. El elector se ve abocado a confiar ciegamente en un partido político. Y así nos va.


			Ahora bien, ¿qué probabilidades de éxito tiene una reforma de la ley electoral de este tipo o algo parecida? Nadie puede llamarse a engaño. Dado que es el Parlamento quien debe aprobar una reforma de la ley electoral, que el Parlamento está controlado por los dos grandes partidos, y que esta reforma les perjudicaría ostensiblemente (siquiera porque les obligaría a ser internamente mucho más democráticos y externamente mucho más cercanos a los ciudadanos), es muy improbable que se apruebe nada parecido en la coyuntura actual. 


			Y aquí nos topamos con un problema esencial: el de la (falta de) democracia interna de los partidos, porque resulta que en los dos partidos mayoritarios: 1) el comité central es elegido solamente por menos de mil compromisarios o delegados, y no por sus cientos de miles de militantes (o incluso por sus simpatizantes, como ha ocurrido en otros países). Y 2) es este reducidísimo número de cargos electos (o incluso una pequeña fracción) quien elabora las listas electorales. La pregunta, entonces, es: ¿cómo van a poder gestionar la democracia instituciones intrínsecamente antidemocráticas? La respuesta es: no pueden; ni quieren. Pero el resultado es que la clase política (y la corrupción) se han convertido en dos de los problemas principales para los ciudadanos, según todas las encuestas. La consiguiente desafección de la política por los ciudadanos es señalada a menudo por políticos insignes –con notable hipocresía– como un grave problema; problema acerca del cual no mueven un dedo para solucionar. Pero si no se pone remedio a esta situación, ello hará que la ciudadanía sienta cada vez más y más desafección hacia «sus representantes» y que la calidad democrática de nuestro país siga decreciendo. 


			No es fácil predecir cómo se traducirá esto en el futuro próximo, pero tenemos ejemplos cercanos de lo que ha ocurrido en nuestro entorno, cuando a crisis políticas parecidas se le une una crisis económica que acaba convirtiéndose en depresión. Los ciudadanos –de forma cómplice– son complacientes con los déficits democráticos cuando la economía marcha razonablemente bien, pero mucho menos cuando marcha mal. Grecia e Italia son dos espejos en los que nuestros políticos deberían mirarse antes de que la fragmentación y la ingobernabilidad sean irreversibles (y no olvidemos a Portugal).


			Un último aspecto, pero decisivo, tiene que ver con la corrupción. Cuando el poder de un organismo es excesivo, cuando está fuera de control, la corrupción adviene de forma natural. Decía hace veinticinco siglos el sofista Trasímaco que poder sacar partido de algo, aunque fuera injustamente a costa de otros, y renunciar a hacerlo era una «noble tontería». Alguien podría aducir que muchos de los cargos de los partidos actuales tienen poco de lo segundo y aún menos de lo primero. De modo que pretender de ellos esa «noble tontería» es una ingenuidad. El antídoto: transparencia real y completa, control efectivo, limitación de su poder por el resto de poderes, y que extraigan sus tentáculos de las demás instituciones sociales.


			Sería superfluo enumerar siquiera las más significativas y escandalosas muestras de corrupción que en los últimos años vienen afectando a los diversos gobiernos, nacionales y autonómicos, y a los partidos que los sustentan. Seguramente en esto también nuestro país es diferente de la mayoría de los países europeos, al menos de los nórdicos. Pero en lo que sin duda es diferente es en el rechazo social que provoca la corrupción y en la vergüenza y escarnio que caen o dejan de caer sobre los corruptos. Que un ministro dimita porque se descubra que plagió su tesis doctoral o porque mintió sobre una multa, como ha sucedido recientemente en Alemania y en Gran Bretaña, es aquí inimaginable. Peor aún, suscita hilaridad. Aquí la mentira hace tiempo que se ha instalado como antídoto perfecto y eficaz contra cualquier acusación de corrupción, por abrumadores que sean los indicios o incluso las pruebas. Pomposamente se declara ante cualquier acusación o indicio de delito: «nadie podrá demostrar que…» (fulanito hizo/yo hice tal o cual cosa). Y, como corolario, acusar al acusador de obedecer a intereses oscuros y espurios, proclamando a los cuatro vientos una conspiración contra uno y los suyos, se ha convertido hace ya tiempo en la respuesta automática en estas situaciones.


			Decía el filósofo escocés Thomas Reid[14] que la humanidad ha sido dotada (según él por la divinidad) de dos propensiones connaturales. Una es la propensión a decir por sistema la verdad (para mentir hace falta un motivo, y uno grave, pero para ser veraces no). La otra propensión, correlativa, es a creer en el testimonio de los demás. El problema es que cuando se llega a una situación de corrupción tan generalizada e institucionalizada como la de la España actual, en la que casi siempre hay motivos para mentir, se quiebra la propensión o principio de veracidad, pero con él decae su correlativo, el principio de credibilidad. Ahora bien, puesto que la mayoría de los políticos (y las instituciones que pueblan, así como las que infectan) han perdido casi toda credibilidad, entonces ya da casi igual cuál sea el sistema de elección, pues incluso si tuviéramos toda la libertad y opciones para elegir apenas nos fiaríamos de aquel a quien pudiéramos elegir, por el mero hecho de que viene inserto en las listas de uno de los partidos políticos que nos ha llevado a esta debacle política y moral. 


			Como se ha repetido últimamente en muchos foros, el problema esencial de nuestro país en la actualidad no es tanto económico ni político, con ser estos gravísimos: es, ante todo, ético. Incluso diría que es más que ético, es antropológico. Consiste en una percepción cada vez más penetrante de que el mundo se ha vuelto del revés, y que los miembros más valiosos de la sociedad –los más inteligentes, capacitados, honestos y trabajadores– si son jóvenes han de emigrar, pues aquí no hay sitio para ellos, mientras que, si son de edad avanzada, hay que retirarlos, pues resultan demasiado caros (con tanto trienio, sexenio y demás). Y al mismo tiempo comprobamos que personas ínfimamente cualificadas, incluso envueltas en escándalos o imputadas por delitos, detentan y siguen detentado cargos de enorme responsabilidad y poder, y que van saltando de un cargo a otro, de una institución a otra, como si se tratara del juego de la oca. Pero, como muestra meridianamente la historia, hay un límite en el nivel de corrupción, de degeneración moral, que puede soportar una sociedad sin autodestruirse, sin derrumbarse. Por eso es indefinido el futuro de nuestro país como estado de derecho, como estado verdaderamente democrático. O, si se nos apura, es indefinida la existencia futura de España como entidad política.


			Notas


			

				

					[1] Esto es, por un argumento del tipo «si 10.000 granos apilados constituyen un montón, 9.999 granos también constituyen un montón…, etc., etc. Ergo, cero granos constituyen un montón». Se trata de argumentos reiterativos que, mediante una inferencia impecable, parten de premisas obviamente verdaderas para llegar a conclusiones obviamente falsas o disparatadas. Todo concepto susceptible de sufrir este tipo de razonamiento es vago en sentido técnico y, lo que es peor, acusado de incoherencia semántica. El problema es que parece que casi todos nuestros conceptos sufren de este defecto (cf. T. WILLIAMSON (1994), Vagueness. London: Routledge, cap. 3). En el peor de los escenarios, no sabríamos –no podríamos determinar– de qué estamos hablando cuando empleamos palabras tales como ‘democracia’.


				


				

					[2] El «todos» ha de ser muy matizado, pues es de sobra conocido que en aquella democracia no tenían «derecho al voto»–es decir, poder de decisión en la Asamblea– ni los extranjeros, aunque fueran residentes (los metecos, entre un 20 y un 30% de la población, según el momento), ni los esclavos (en número al parecer superior a los extranjeros) ni las mujeres (en minoría de edad permanente), de modo que sólo los ciudadanos varones (adultos) tenían derecho a participar en el Ágora, o sea, menos del 20% de la población. Pero lo relevante es que, en los mejores períodos democráticos, todos los ciudadanos varones adultos tenían isonomía e isegoría: igualdad real de derechos ante la ley (y podían ser elegidos para los cargos medios y altos del Estado) y derecho a voz e incluso al voto en la Asamblea. Otra cosa es que efectivamente tales derechos en muchos casos no se ejercieran por impedimentos de carácter práctico –los trabajadores y asalariados, especialmente los que vivían más lejos de Atenas, habitualmente no podían permitirse ausentarse de sus responsabilidades para asistir a las sesiones de la Asamblea– (Cf. W.G. FORREST (1988), Los orígenes de la democracia griega. Madrid: Akal, caps. 9-10; y F. RODRÍGUEZ ADRADOS (1985), La democracia ateniense. Madrid: Alianza, parte II, caps. 4 y 7).


				


				

					[3] En los EE.UU. son muy frecuentes los referendos en los Estados sobre cuestiones importantes como la pena capital, el aborto, el matrimonio homosexual, la legislación sobre extranjería, etc.


				


				

					[4] Obviamente un resultado de, por ejemplo, un partido de fútbol puede considerarse injusto debido al veredicto del árbitro que pita un penalti inexistente, anula un gol legal, concede un gol en fuera de juego, etc. Pero la cuestión es que, con un arbitraje correcto, un resultado legal puede ser objetivamente injusto cuando un equipo juega mucho mejor que otro, pero simplemente tiene mala suerte y pierde.


				


				

					[5] El caso del gerente-tesorero Bárcenas, siendo presentado por su partido como candidato al Senado por Cantabria, tierra con la que no tenía relación alguna, con la única finalidad de convertirlo en aforado ante una presumible imputación futura, y resultando elegido por los votantes, es enormemente representativo tanto de la desvergüenza de los partidos como de la irresponsabilidad –por no decir estupidez– de los electores.


				


				

					[6] En el Capítulo 4 de este libro se analiza el modelo de democracia presente en Montesquieu (capítulo escrito por A. VILLAR). N. de la ed.


				


				

					[7] Política, Lib. VI, cap. 11.


				


				

					[8] La conquista por los partidos de los consejos de administración de las cajas de ahorros –entidades centenarias otrora cercanas y eficientes– ha llevado lisa y llanamente a su saqueo: a la quiebra de las entidades, a la ruina de los inversores en sus (sub)productos financieros, y al semi-rescate («semi», de momento) del país.


				


				

					[9] En las primeras elecciones generales de 1977 se presentaron 82 partidos; en las últimas de 2011, 62 partidos.


				


				

					[10] Desde 1982, cuando se consolida el bipartidismo entre PSOE y Alianza Popular (luego PP), en las nueve elecciones transcurridas hasta la fecha los dos partidos mayoritarios juntos han obtenido entre un mínimo del 80% de los escaños (282 escaños, en 1989) y un máximo del 92% (323 escaños, en 2008), con una media del 85,8% de escaños, mientras que en votos los porcentajes han oscilado entre el 65,4% (1989) y el 83,8% (2008), con un promedio del 75% (fuente: Ministerio del Interior, http://www.infoelectoral.mir.es/min/) (mayo 2013).


				


				

					[11] Naturalmente esta suerte de «dictadura» monopartidista se ha dado en los períodos en que ha habido mayoría absoluta del partido vencedor, o al menos una mayoría muy notable. Cuando la mayoría ha sido relativa hemos asistido a los bochornosos chantajes de los partidos nacionalistas.


				


				

					[12] La clasificación de las falacias tu quoque como un tipo de argumento basado en la hipocresía más bien que en la (falta de) relevancia –y por ende como reprobables moralmente tanto o más que defectuosos epistémicamente– ha sido defendida por S. AIKIN (2008), en «Tu quoque Arguments and the Significance of Hypocrisy», Informal Logic, 28, pp. 155-169. Aplicaciones concretas de este tipo de falacias a casos reales de debate político (en Norte América) aparecen en C. ANDERSON, S. AIKIN & J. CASEY (2012), «You Would Sing Another Tune: Subjunctive Tu Quoque Arguments», Inquiry: Critical Thinking across the disciplines, Vol. 27, pp. 39-46.


				


				

					[13] En el ámbito español, puede verse un estudio del empleo recurrente de argumentos falaces en los debates sobre el estado de la nación en F. J. SÁNCHEZ GARCÍA (2010), «Paralogismos y sofismas del discurso político español», Anuario de estudios filológicos, Vol. XXXIII, pp. 971-990.


				


				

					[14] «The first is a propensity to speak the truth, and to use the signs of language so as to convey our real thoughts. This operates powerfully, even in the greatest liars; for even they speak truth a hundred times for every lie they tell… A second original force implanted in us by God, the Supreme Being, is a disposition to trust in the truthfulness of others and to believe what they tell us.» T. REID: An Inquiry into the Human Mind, (http://www.earlymoderntexts.com/pdf/reidinqu.pdf), pp. 119-120 (mayo 2013).
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